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MEMORANDO

Fecha: 
29 de julio de 2014
PARA:

Marcela Victoria Hernández Romero



Director Distrital de Contabilidad (E) 

DE:

Directora Jurídica 

ASUNTO:
Concepto aplicación Remisibilidad en Personas Jurídicas

 

Respetada doctora Marcela:

Mediante oficio radicado bajo el No. 2014IE13925 del 13 de junio de 2014 se consulta a esta Dirección sobre la viabilidad de dar aplicación a la figura de la remisibilidad para procesos de depuración contable de acreencias a favor de las entidades distritales y a cargo de personas jurídicas.

SUSTENTO LEGAL Y CONSIDERACIONES

El Código Civil en el Título XIV al regular los modos de extinguir las obligaciones, consagra en los artículos 1711 a 1713 la figura de “la remisión”,  la cual por expresa disposición de la norma debe ser efectuada por el acreedor.

La remisión o condonación se define como la renuncia que hace el acreedor de su derecho a exigir en todo o en parte el pago de una deuda
 y de acuerdo con el Código Civil, es una forma no satisfactoria de extinguir las obligaciones, debido a que el valor del crédito solo queda cancelado de manera formal y no físicamente. 
Ahora bien, para poder responder las inquietudes planteadas, se debe partir del análisis de lo establecido en el artículo 5º de la Ley 1066 de 2006
,  cuyo tenor literal es el siguiente:

“Artículo  5°. Facultad de cobro coactivo y procedimiento para las entidades públicas. Las entidades públicas que de manera permanente tengan a su cargo el ejercicio de las actividades y funciones administrativas o la prestación de servicios del Estado colombiano y que en virtud de estas tengan que recaudar rentas o caudales públicos, del nivel nacional, territorial, incluidos los órganos autónomos y entidades con régimen especial otorgado por la Constitución Política, tienen jurisdicción coactiva para hacer efectivas las obligaciones exigibles a su favor y, para estos efectos, deberán seguir el procedimiento descrito en el Estatuto Tributario…” (Negrillas fuera de texto)

“Parágrafo 2°. Los representantes legales de las entidades a que hace referencia el presente artículo, para efectos de dar por terminados los procesos de cobro coactivo y proceder a su archivo, quedan facultados para dar aplicación a los incisos 1° y 2° del artículo 820 del Estatuto Tributario…”

De la norma trascrita se desprende que los representantes legales de las entidades que tienen a su cargo el cobro y/o recaudo de obligaciones a su favor
, tienen la facultad para dar por terminados los procesos de cobro coactivo y proceder a su archivo, mediante la aplicación de los incisos 1º y 2º del artículo 820 del Estatuto Tributario Nacional que consagra la figura de la remisibilidad.
Cabe anotar que con la expedición del Decreto 328 del 20 de febrero de 1995 se reglamentó el artículo 820 del Estatuto Tributario Nacional, el cual quedó de la siguiente forma: 

“Artículo 1º. Remisibilidad de obligaciones a cargo de personas que hubieren fallecido, de quienes no se tenga noticia y que carecen de respaldo económico. El Administrador de Impuestos y Aduanas Nacionales o su delegado, mediante resolución motivada, podrá, en cualquier tiempo, declarar la remisibilidad de obligaciones a cargo de las personas que hubieren fallecido, siempre que obre dentro del expediente el Registro Civil de Defunción o la certificación que en tal sentido expida la Registraduría Nacional del Estado Civil y la correspondiente investigación de bienes con resultados negativos.

Igualmente se podrá declarar la remisibilidad de obligaciones de cualquier cuantía que tengan más de cinco (5) años de anterioridad, siempre y cuando no existan bienes embargados, ni garantía alguna que ampare su pago, ni se tenga noticia del deudor y deudores solidarios.

Se entenderá no tener noticia del deudor cuando no es posible su localización en la dirección que figura en el Registro Único Tributario (RUT), ni en las que resulten de la investigación de bienes. Tratándose de personas jurídicas, además de lo anterior y de no localizarlo en la dirección del domicilio principal, de sus sucursales o agencias, se entenderá no tener noticia del deudor, cuando en los últimos tres años no haya renovado su Matrícula Mercantil ni presentado alguna declaración tributaria, o cuando se tenga constancia de su liquidación. (Negrillas fuera de texto)

En todos los casos, sólo podrá declararse la remisibilidad cuando adicionalmente se haya hecho extensiva la gestión de cobro, incluida la investigación de bienes, con resultados negativos a los deudores solidarios.

Artículo 2º. Alcance de la investigación de bienes. La investigación de bienes deberá abarcar al deudor principal y a los deudores solidarios si los hubiere, con el siguiente alcance:

NIVEL LOCAL: En todos los casos se adelantará la investigación en el lugar donde el deudor o deudores tengan su domicilio o asiento principal de sus negocios y se hará extensiva a todos los lugares donde el deudor o deudores tengan sucursales o agencias.

NIVEL NACIONAL: Cuando la cuantía de la obligación sea superior a 120 salarios mínimos legales mensuales, la investigación se extenderá de acuerdo con los parámetros señalados por el Director de Impuestos y Aduanas Nacionales.

En el curso de la investigación de bienes, y en todos los casos, se dispondrá el embargo del dinero que el deudor o deudores puedan tener en las entidades financieras, a nivel nacional.

Si como consecuencia de la investigación se establecieren bienes cuyo valor una vez efectuado el remate no cubre la totalidad de las obligaciones a cargo del contribuyente o responsable, se declarará la remisibilidad respecto de la parte insoluta de la deuda.

En desarrollo de la investigación de bienes, se entenderá que las solicitudes de información son negativas, cuando una vez transcurridos tres (3) meses de efectuado el requerimiento por la Administración se verifica la ausencia de respuesta por parte de la persona o entidad requerida.

Artículo 3º. Remisibilidad de obligaciones de menor cuantía. El Director de Impuestos y Aduanas Nacionales podrá declarar remisibles y, en consecuencia, suprimir de la contabilidad, de la cuenta corriente y de los demás registros de la Administración, las obligaciones de los contribuyentes o responsables, determinadas en liquidaciones privadas, oficiales y otros actos administrativos, sentencias y demás decisiones jurisdiccionales, cuando la cuantía, incluidos los intereses y sanciones, no exceda de trescientos mil pesos ($300.000) moneda corriente, cada deuda y hayan transcurridos tres o más años de exigibilidad. En la determinación de la cuantía se excluirá la actualización de que trata el artículo 867-1 del Estatuto Tributario.

Parágrafo. La cuantía expresada en el presente Decreto, será objeto de ajuste anual conforme al procedimiento establecido en el artículo 868 del Estatuto Tributario.

Artículo 4º. Gestión de cobro previa. Para declarar remisibles las obligaciones a que se refiere el artículo anterior, previamente debe requerirse al deudor, mediante extracto de cuenta corriente, cuenta de cobro, mandamiento de pago o cualquier otro tipo de comunicación escrita para que se satisfaga las obligaciones.”

Transcurrido al menos un mes de habérsele requerido, sin resultado positivo, el Director de Impuestos y Aduanas Nacionales o los funcionarios en quien él delegue, mediante resolución, declararán la remisibilidad de las obligaciones no satisfechas y como consecuencia, ordenarán su supresión de la contabilidad, cuenta corriente y demás registros.

Cada obligación se identificará por su deudor, NIT, conceptos, períodos, cuantías y clase de título o títulos.

Respecto del Distrito Capital, la remisión de deudas tributarias se encuentra consagrada en el artículo 138 del Decreto Distrital No. 807 de 1993, en virtud del cual el Director Distrital de Impuestos está facultado para suprimir de los registros y cuentas corrientes de los contribuyentes, las obligaciones que no obstante las diligencias que se hayan efectuado para su cobro, estén sin respaldo alguno por no existir bienes embargados, garantía alguna, y además no se tenga noticia del deudor.

Acerca de la aplicación de la figura de la remisión de obligaciones en los procesos de cobro coactivo, la Sala Civil del Consejo de Estado ha señalado
:
“…La norma transcrita permite a la Sala afirmar que el legislador facultó expresamente a los representantes legales de las entidades públicas a aplicar la figura de la remisión de obligaciones y declarar la extinción del proceso de cobro coactivo, cuando se presenten los supuestos de hecho previstos por el legislador para ese efecto. No sobra mencionar, que esta figura, a diferencia de la pérdida de fuerza ejecutoria (artículo 66 numeral 3º del C.C.A.) y de la prescripción del derecho que castigan la inactividad del acreedor del derecho, lo que hace es reconocer la precariedad en que se encuentran ciertas obligaciones que imposibilita su cobro…” (Negrillas fuera de texto).
“… A la luz de las normas comentadas, es claro que los representantes de las entidades públicas a cuyo cargo está la función de cobrar, en su calidad de acreedoras, son los titulares de la facultad para declarar, de oficio, no sólo la prescripción extintiva del derecho, la remisión de una obligación, sino la pérdida de fuerza ejecutoria y, con ello, declarar la extinción del proceso de cobro coactivo…”

Así las cosas, la figura de la remisibilidad para efectos de dar por terminados los procesos de cobro coactivo y proceder a su archivo, resulta aplicable tanto a personas naturales como jurídicas, se puede declarar en cualquier tiempo, mediante resolución motivada y en los casos que taxativamente consagra la ley, a saber: 

· Por muerte del responsable de la obligación, siempre que obre en el expediente el registro civil de defunción y la correspondiente investigación de bienes con resultados negativos (cuando han transcurrido tres meses de efectuado el requerimiento por la Administración y se verifica la ausencia de respuesta por parte de la persona o entidad requerida).
· Por obligaciones de cualquier cuantía que tengan más cinco años de anterioridad, y no se haya podido hacer efectiva la obligación, por no existir bienes embargados, ni garantía alguna que ampare su pago y tampoco se tenga noticia del deudor y deudores solidarios. 
· Podrá declararse, cuando se haya hecho extensiva la gestión de cobro, incluida la investigación de bienes, con resultados negativos a los deudores solidarios. 
· Se declarara la remisibilidad respecto de la parte insoluta de la deuda, si como consecuencia de la investigación se establecieron bienes cuyo valor una vez efectuado el remante no cubre la totalidad de las obligaciones a cargo del responsable.
·  De igual manera se podrá declarar la remisibilidad de obligaciones de menor cuantía, cuando su valor, incluidos los intereses y sanciones, no exceda el límite establecido anualmente en el artículo 868 del Estatuto Tributario y hayan transcurrido tres o más años de exigibilidad y previamente se haya requerido al deudor, mediante extracto de cuenta corriente, cuenta de cobro, mandamiento de pago o cualquier otro tipo de comunicación escrita para que satisfaga las obligaciones, con resultados negativos.
Según la norma, se entiende no tener noticias del deudor cuando no es posible su localización en:

· La dirección que figura en el RUT. 
· En las que resulten de la investigación de bienes
· En el caso de las personas jurídicas, en la dirección del domicilio principal, de sus sucursales o agencias, cuando en los últimos tres años no haya renovado su Matrícula Mercantil ni presentado alguna declaración tributaria, o cuando se tenga constancia de su liquidación.
Por otra parte, en relación con los  procesos de liquidación obligatoria regidos por la Ley 222 de 1995, las liquidaciones forzosas administrativas reguladas por el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y las liquidaciones judiciales contempladas en el Régimen de Insolvencia Empresarial de la Ley 1116 de 2006, es preciso tener en cuenta que si bien cada una de éstas tiene sus propios procedimientos, el propósito que persigue cada una de ellas, es la realización de los bienes que conforman el patrimonio del deudor, para que con el producto de su venta, se atienda en forma ordenada el pago de las obligaciones a su cargo, siempre y cuando los acreedores se hayan presentado al proceso en la oportunidad señalada por el juez o el liquidador y que dichos créditos, hayan sido reconocidos en el auto de calificación y graduación de créditos, lo que significa que tanto los acreedores como el deudor,  con el apoyo liquidador se someten al trámite previsto en la ley, y en las decisiones tomadas por la Superintendencia de Sociedades o el juez civil del circuito que conocen de este tipo de procesos.
En los procesos liquidatorios, el pago de las obligaciones a cargo del deudor queda sujeto a las resultas del proceso, es decir, que la solución de las mismas se hace de acuerdo con la disponibilidad de recursos del deudor, atendiendo lo dispuesto en la graduación y calificación de créditos y siguiendo el orden de prelación legal que le corresponda a los acreedores reconocidos.
Los créditos que teniendo la carga de presentarse al trámite liquidatorio y no lo hicieron dentro de los términos fijados en la ley son considerados como extemporáneos y quedarán postergados, es decir solamente pueden ser atendidos una vez cancelados los demás créditos reconocidos en el proyecto de calificación y graduación de créditos aprobado por el juez concursal.
En este orden de ideas, cualquiera que sea el tipo de proceso liquidatorio, resultaría aplicable la remisibilidad, siempre y cuando se establezca lo siguiente: 
· Que la entidad se haya presentado al proceso, mediante la reclamación de acreencias.

· Que el crédito presentado haya sido graduado y calificado dentro del proceso.
· Que el crédito reconocido no haya sido pagado en su totalidad, porque los bienes del deudor resultaron insuficientes para cubrir la totalidad de acreencias o cuando estando reconocido el crédito no fue pagado porque el deudor carecía de bienes para honrar el pago a los acreedores.

· Que se tenga la providencia mediante la cual se dio por terminado el proceso liquidatorio.

Finalmente y en relación con el saneamiento de la cartera de difícil recaudo es necesario considerar lo previsto en el artículo 55 del Acuerdo 489 de 2012
 :
“Artículo 55. Depuración de cartera. En términos de eficiencia institucional, se deberán implementar planes de depuración y saneamiento de cartera de cualquier índole a cargo de las entidades distritales, mediante la provisión y castigo de la misma, en los casos en que se determine su difícil cobro o cuando se compruebe que la relación costo – beneficio sea desfavorable para las finanzas distritales. 

CONCLUSIONES
Para concluir se procede a responder las preguntas contenidas en la consulta, teniendo como fundamento, lo anteriormente señalado, en los siguientes términos:

a) Es aplicable la figura de la remisibilidad para acreencias a favor de la entidad distrital, cuyo titular sea una persona jurídica?

De acuerdo con el inciso 2º del artículo 1º del Decreto 328 de 1995, por medio del cual se reglamentó el artículo 820 del Estatuto Tributario Nacional, sí resulta aplicable la figura de la remisibilidad tratándose de personas jurídicas, en los casos que taxativamente consagra la ley, por aplicación extensiva prevista en el artículo 5º de la Ley 1066 de 2006. 

b) En caso de ser aplicable, Cuál es la metodología o procedimiento a seguir para su declaratoria?

La norma establece que debe ser mediante resolución motivada, siempre que se cumplan los presupuestos previstos en el Decreto 328 de 1995.
c) En caso de existir proceso de liquidación de la persona jurídica, como se daría la aplicación a la mencionada figura?

Es necesario hacerse parte en el proceso, mediante la presentación de un escrito en el que se relacionen las deudas a cargo de la concursada. 

Podrá aplicarse la remisibilidad de las obligaciones que hayan sido declaradas insolutas, porque los recursos del deudor fueron insuficientes para pagar la totalidad de lo adeudado o porque el deudor carecía de bienes para pagar a los acreedores. 

Para la declaratoria de remisibilidad es necesario aportar el escrito de presentación de créditos dentro del proceso,  auto de calificación y graduación de créditos, providencia mediante la cual se aprobó el plan de pagos o la adjudicación de bienes y providencia que declaró terminado el proceso. 
d) Qué sucede en los casos en los que no existió un proceso formal de liquidación de la persona jurídica, o habiendo existido la entidad distrital no se hizo parte en la reclamación de acreencias a su favor?

En el primer evento, relacionado con la inexistencia del proceso liquidatorio se puede dar aplicación al artículo 820 del Estatuto Tributario Nacional, reglamentado por el Decreto 328 de 1995, es decir podrán depurarse las deudas que no obstante las diligencias que se hayan efectuado para su cobro, estén sin respaldo por no existir bienes embargados, ni garantía alguna, siempre y cuando, tratándose de persona jurídica, además de no tenerse noticia del deudor, cuando en los últimos tres años no haya renovado su matrícula mercantil ni presentado alguna declaración tributaria.

Para la segunda situación planteada, esto es que habiendo existido un proceso de liquidación y la entidad distrital no se haya hecho parte en la reclamación, una vez culminado el proceso no existe posibilidad de aplicar la figura de la remisibilidad del crédito, razón por la cual se puede optar por la declaratoria de prescripción de la acción de cobro a que se refiere el artículo 817 del Estatuto Tributario Nacional. No obstante,  es preciso recordar que la finalidad de esta figura es castigar la inactividad del acreedor, mientras la remisibilidad lo que hace es reconocer la precariedad en que se encuentran ciertas obligaciones que imposibilita su cobro. 
Adicional a lo anterior, podría evaluarse la posibilidad de dar aplicación a la depuración de cartera previsto en el artículo 55 del Acuerdo 489 de 2012, en el caso de obligaciones catalogada como de difícil recaudo o cuando se compruebe que la relación costo – beneficio sea desfavorable para las finanzas distritales.
Este concepto se expide en los términos del artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por tanto, no es de obligatorio cumplimiento o ejecución. 
Cordialmente,

Elda Francy Vargas Bernal
	Revisó: 
	Amauri Dìaz
	
	

	Proyectado por:
	Clara Inés Diaz
	
	


� Valencia Zea Arturo – Derecho Civil de las Obligaciones, tomo III 


� Por la cual se dictan normas para la normalización de la cartera pública y se dictan otras disposiciones.





� Según los conceptos No. 01 del 18 de enero de 2006 Secretaría General Alcaldía Mayor de Bogotá   y No.  2-2014-16138 del 24 de abril del 2014 de la Dirección Jurídica Distrital, las Empresas Sociales del Estado del orden distrital cuentan con la facultad de cobro coactivo para hacer efectivos los créditos a su favor. 


� Concepto Consejo de Estado, Sala de Consulta del Servicio Civil. Consejero Ponente Gustavo Aponte Santos del 19 de junio de 2008 Radicación No. 1904.





� Por el cual se adopta el Plan de Desarrollo Económico, Social, Ambiental y de Obras Públicas para Bogotá 2012-2016 BOGOTÁ HUMANA
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